
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 1ª instancia – 11 de diciembre de 2017

Proceso:    

Acción de Tutela – Contra providencia – Hechos diferentes. Niega
Radicación Nro. :

66001-22-13-000-2017-01275-00

Accionante: 

JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA

Accionado:

Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, el agente del Ministerio Público, la Alcaldía Municipal de Pereira y el Banco BBVA Colombia SA.

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 


DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / SOLICITA SE REVOQUE SU CONDENA EN COSTAS / HECHO INEXISTENTE / NIEGA -. Sobre las primeras exigencias anunciadas, con lo que dejan ver las piezas enviadas por el despacho judicial accionado, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este caso no hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante, es de que el juzgado fijó en su contra la suma de $1’000.000 como agencias en derecho sin demostrar su mala fe, ni temeridad,  pero según lo enseña la foliatura remitida, es inexistente, en el estado actual de la demanda popular, una decisión de esa naturaleza.

En efecto, lo que se advierte es que esta Corporación decretó, en el mes de agosto de 2016, una nulidad de lo actuado, a partir del fallo de primer grado (páginas 203 y 204 del cd, f. 22) en el que sí hubo tal fijación (página 175 del cd); pero, anulada tal actuación, obviamente quedó sin ningún piso jurídico aquella condena. A partir de allí, no se reporta ninguna condena en costas, en vista de que el proceso terminó por desistimiento tácito  el 1º de noviembre de 2016, proveído ratificado el día 24 siguiente.

De donde surge, que los hechos plasmados en la demanda de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, no tienen similitud con lo que realmente ocurrió finalmente en la acción popular, por lo cual se negará la protección invocada.
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Acta No. 648 de diciembre 11 de 2017
 Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga, contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, el agente del Ministerio Público, la Alcaldía Municipal de Pereira y el Banco BBVA Colombia SA. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, presentó acción de tutela por la presunta violación de sus derechos fundamentales que citó como “debido proceso, derecho de contradicción, art. 13, 83 CN”, en contra del Juzgado Segundo Civil del Circuito.
Explica que presentó la acción popular radicada con el número “2015-66” en la que fue condenado en $1’000.000,oo “inaplicando art. 38 ley 472/98, pues NUNCA me probo mi temeridad y menos mi mala fe…” -sic-.
Como consecuencia de ello, solicita que se revoque dicha condena.
  



Con auto del 27 de noviembre, se le dio impulso a la acción; se ordenó vincular a  la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda; al agente del Ministerio Público Pereira; a la Alcaldía Municipal de Pereira y al Banco BBVA Colombia SA.
  



El Juzgado remitió las copias solicitadas en discos compactos (f. 22).
El municipio de Pereira, por conducto de apoderado judicial, manifestó que desconoce los hechos en que se apoya la tutela, no tiene injerencia alguna en el asunto, por ser del resorte exclusivo del despacho al que se demanda y, por tanto, carece de legitimación en la causa por pasiva.

Por su parte el Procurador Regional de Risaralda, mencionó que su intervención está orientada a la protección de los derechos e intereses colectivos.  

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta ocasión en procura del amparo de los derechos arriba señalados, por el hecho de que el despacho accionado lo condenó en costas y fijó las agencias en derecho en suma de $1’000.000,oo, sin que se hubiera demostrado su temeridad o mala fe, dejando de lado lo prevenido en el artículo 38 de la Ley 472 de 1998.
Reiteradamente se ha expuesto que, a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU 573 de 2017, aludiendo a la C-590 de 2005, reiteró que las primeras obedecen a que (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional
; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) procedimental , (iii) fáctico, y (iv) sustantivo; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) el desconocimiento de precedentes y (viii) la violación directa de la Constitución.     
Adicionalmente, la misma Corporación se ha encargado de precisar y reiterar, que la subsidiariedad puede darse en dos eventos: cuando el proceso ya ha terminado, evento en el cual se debe analizar si se hizo uso de todos los mecanismos de defensa con que se contaba, para no revivir términos precluidos o convertir la acción de tutela en una instancia adicional; y cuando el proceso aún se encuentra en trámite, pues, por regla general, en este evento es improcedente la acción en vista de que no puede el juez constitucional suplir al ordinario, siempre que se inadvierta la incursión en un perjuicio irremediable
.

 



Sobre las primeras exigencias anunciadas, con lo que dejan ver las piezas enviadas por el despacho judicial accionado, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este caso no hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante, es de que el juzgado fijó en su contra la suma de $1’000.000 como agencias en derecho sin demostrar su mala fe, ni temeridad,  pero según lo enseña la foliatura remitida, es inexistente, en el estado actual de la demanda popular, una decisión de esa naturaleza.
   



En efecto, lo que se advierte es que esta Corporación decretó, en el mes de agosto de 2016, una nulidad de lo actuado, a partir del fallo de primer grado (páginas 203 y 204 del cd, f. 22) en el que sí hubo tal fijación (página 175 del cd); pero, anulada tal actuación, obviamente quedó sin ningún piso jurídico aquella condena. A partir de allí, no se reporta ninguna condena en costas, en vista de que el proceso terminó por desistimiento tácito  el 1º de noviembre de 2016, proveído ratificado el día 24 siguiente.




De donde surge, que los hechos plasmados en la demanda de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, no tienen similitud con lo que realmente ocurrió finalmente en la acción popular, por lo cual se negará la protección invocada.

 



Se absolverá a los demás involucrados, por no hallar de su parte, trasgresión alguna frente a los derechos invocados por el demandante.
  



DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito.

Se absuelve a los demás vinculados dentro de la presente acción de tutela.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente sin más trámite.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� Sentencia C-543-92


� Ver sentencias T-173 de 1993 (M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz) y C-590 de 2005 (M.P. Jaime Córdoba Triviño).


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014 
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